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Resumen 
Colombia se ha caracterizado por tener una política criminal basada en la 
legislación de nuevos tipos penales o el incremento del quantum punitivo de los 
delitos ya establecidos; como forma de enviar un mensaje a la sociedad para que 
se abstengan de incurrir en conductas punibles. A esta dinámica legislativa se le da 
el nombre de populismo punitivo. Con la creación de la ley 1453 de 2011, el 
legislador pretendió, entre otras disposiciones, la disminución de la tasa de 
homicidios en el territorio nacional aumentando la pena privativa de la libertad para 
el delito de porte ilegal de armas de fuego. 
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ABSTRACT 
Colombia has always been characterized for having a criminal policy based on 
new penal legislation and an increment on the punitive quantum of crimes that have 
already been stablished in the past to send out a message to society in order to help 
restrain people from committing this punishable conducts. This legislative dynamics 
receive the name of “punishable populism”. With the passing of law 1453 of 2011, 
the intention of which was to reduce the amount of murders in within the national 
territory by increasing the jail time that people would have to face from the crime of 
illegal bearing of firearms.  
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Introducción 
En la legislación colombiana la Ley 599, ajustó los institutos penales a la Carta 
Política de 1991 y vino acompañada de un Código de Procedimiento Penal (Ley 600 
del 2000). Posterior a ello se promulgaron leyes que han reformado dichos códigos: 
La Ley de 906 2004 y la Ley 890 de 2004; transformaron los procedimientos 
rigurosos por un sistema de oralidad, el cual no ha tenido el resultado esperado. La 
ley 1142 de 2007 fue la que adoptó medidas para la prevención y represión de la 
actividad delictiva de especial impacto para la convivencia y seguridad ciudadana. 
En el año 2011, se sancionó la Ley 1453 de 2011 en nuestra legislación interna, 
conocida como la Ley de Seguridad Ciudadana, la cual estableció el endurecimiento 
de algunas penas y la penalización de ciertas conductas punibles. 
Este artículo buscar efectuar un análisis de la efectividad de la Ley de Seguridad 
ciudadana en la ciudad de Pereira y de los cambios que han surgido con respecto 
al delito de porte ilegal de armas de fuego; en busca del cumplimiento de esta norma 
entre los años 2016-2017, a través de un análisis de la información aportada por la 
Fiscalía General de la Nación y el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses. 
Una vez recolectada, clasificada y analizada la información, se identificaron los 
puntos más críticos del sistema de seguridad ciudadana respecto al porte ilegal de 
armas de fuego en la ciudad de Pereira, y la eficacia en torno al aumento de pena 
dado para el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, 
accesorios, partes o municiones. 
 
 
1. Política criminal del estado colombiano. 
La Ley de Seguridad Ciudadana, hizo algunas modificaciones a la 
reglamentación penal, entre ellas el aumento de penas a delitos de connotación 
pública, como es el caso del delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas 
de fuego, accesorios, partes o municiones, del que trata el Artículo 365 del Código 
Penal Colombiano, que dice lo siguiente: 
El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, 
transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare, porte o tenga 
en un lugar armas de fuego de defensa personal, sus partes esenciales, 
accesorios esenciales o municiones, incurrirá en prisión de nueve (9) a doce 
(12) años.  
En la misma pena incurrirá cuando se trate de armas de fuego de 
fabricación hechiza o artesanal, salvo las escopetas de fisto en zonas 
rurales. 
La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando la conducta se 
cometa en las siguientes circunstancias:  
1. Utilizando medios motorizados.  
2. Cuando el arma provenga de un delito.  
3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los 
requerimientos de las autoridades.  
4. Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan 
para ocultar la identidad o la dificulten. 
5. Obrar en coparticipación criminal.  
6. Cuando las armas o municiones hayan sido modificadas en sus 
características de fabricación u origen, que aumenten su letalidad.  
7. Cuando el autor pertenezca o haga parte de un grupo de 
delincuencia organizado”(Penal) 
Teniendo en cuenta el aumento de pena impuesto al delito en mención, es 
menester conocer cómo el legislador a lo largo de la historia ha modificado la pena 
para el delito de Porte Ilegal de Armas de Fuego.  
Inicialmente el artículo 201 del decreto 100 de 1980, tenía una pena de 1 a 4 
años para quien portara armas de fuego de manera ilegal; otra modificación es la 
contenida en la ley 890 de 2004 que en el artículo 14  aumentó la tercera parte en 
el mínimo y la mitad de su máximo, con lo cual la pena para el delito en mención 
quedaba 1,3 a 6 años (16 a 72 meses) de prisión; posteriormente la Ley 1142 de 
2007 adoptó medidas para la prevención y represión de la actividad delictiva; 
nuevamente en el artículo 38 aumentó la pena de prisión pasando de 4 a 8 años y 
por último con la nueva Ley de Seguridad Ciudadana 1453 de 2011 se endureció la 
pena pasando de 9 a 12 años de prisión. (JARAMILLO, 2012) 
Cabe resaltar que este delito cuenta con unas circunstancias de agravación las 
cuales se encuentran taxativamente enumeradas en esta norma y de igual forma 
con la citada Ley 1453 de 2011 se adicionaron algunas, con ellas se duplicará la 
pena privativa, es decir, que una persona podría ser condenada de 18 a 24 años de 
prisión si comete este delito y si incurre en alguna de estas causales.  
Resulta interesante y necesario iniciar el análisis de la Ley 1453 de 2011 Ley de 
seguridad ciudadana, en lo concerniente al aumento de pena de 9 a 12 años de 
prisión, para el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, del 
que trata el artículo 365 del Código Penal Colombiano, comprendiendo primero la 
motivación de los legisladores al crear la ley y el contexto que se estaba viviendo 
en ese momento. 
Colombia desde hace más de 50 años se ha visto enfrentada a una fuerte 
situación de violencia, que ha sido la protagonista en los periódicos, noticieros y el 
tema central en muchos escenarios, tanto académicos como sociales; a raíz de 
esto, la política criminal del Estado Colombiano se ha centrado en combatir esta 
problemática, mediante la creación de nuevas conductas delictivas y el aumento de 
penas, intentando frenar de alguna u otra forma la violencia, en particular los 
homicidios y hurtos portando armas de fuego. 
La creación de leyes, aumento de penas y las medidas de choque que se realizan 
en Colombia para combatir la criminalidad, surgen de la Política Criminal del Estado, 
pero ¿qué es la Política Criminal? y ¿cómo es abordada en Colombia?, según la 
sentencia C-646 de 2001, se define así: 
Es ésta el conjunto de respuestas que un Estado estima necesario adoptar 
para hacerle frente a conductas consideradas reprochables o causantes de 
perjuicio social con el fin de garantizar la protección de los intereses 
esenciales del Estado y de los derechos de los residentes en el territorio bajo 
su jurisdicción. Dicho conjunto de respuestas puede ser de la más variada 
índole. Puede ser social, como cuando se promueve que los vecinos de un 
mismo barrio se hagan responsables de alertar a las autoridades acerca de 
la presencia de sucesos extraños que puedan estar asociados a la comisión 
de un delito. También puede ser jurídica, como cuando se reforman las 
normas penales. Además, puede ser económica, como cuando se crean 
incentivos para estimular un determinado comportamiento o desincentivos 
para incrementarles los costos a quienes realicen conductas reprochables. 
Igualmente puede ser cultural, como cuando se adoptan campañas 
publicitarias por los medios masivos de comunicación para generar 
conciencia sobre las bondades o consecuencias nocivas de un determinado 
comportamiento que causa un grave perjuicio social. Adicionalmente pueden 
ser administrativas, como cuando se aumentan las medidas de seguridad 
carcelaria. Inclusive pueden ser tecnológicas, como cuando se decide 
emplear de manera sistemática un nuevo descubrimiento científico para 
obtener la prueba de un hecho constitutivo de una conducta típica4. 
(sentencia C-646, 2001) 
Sin embargo, es común escuchar que en Colombia no existe Política Criminal 
clara y que no hay estudios que fundamenten las leyes que se crean, lo que 
preocupó enormemente al Gobierno, creando así la Comisión Asesora para el 
Diseño de la Política Criminal del Estado colombiano para el año 2011, mediante la 
Resolución No. 0286 del 15 de febrero de 2011.  
 
                                                          
 
Queriendo de esta manera que la política criminal en Colombia no fuera producto 
del capricho o el arbitrio de una sola persona, sino que fuera el fruto de estudio y 
consenso por parte de un grupo especializado que se dedicara a analizar la 
problemática del país y buscara de esta manera dar soluciones efectivas a la 
delincuencia y a los fenómenos que afectan a Colombia, sin pasar por alto la 
Constitución Política, los tratados internacionales, protegiendo los derechos de las 
víctimas y también de los procesados.  
Dicha Comisión fue conformada con un objetivo claro, como se plasmó en el 
Informe Final de la Comisión Asesora para el Diseño de la Política Criminal del 
Estado colombiano del 31 de marzo de 2012: 
La Comisión asesora surge con el propósito de apoyar la formulación de 
la política criminal del país y realizar recomendaciones al Gobierno Nacional 
en torno a ella. Su función esencial era entonces elaborar una propuesta de 
lineamentos de política criminal. Además, la Comisión debía realizar, en la 
medida en que el Gobierno o el Consejo de Política Criminal se lo solicitaran, 
otras tareas como i) evaluar y estudiar la normatividad existente en materia 
de política criminal; ii) analizar las iniciativas académicas que se formulen 
sobre la materia; iii) elaborar documentos para el diseño de la Política 
Criminal colombiana; y iv) realizar consultas con las entidades estatales, 
universidades, asociaciones de abogados y abogadas, y las personas u 
organismos que la Comisión considerara pertinentes, sobre las reformas que 
sugieran deben introducirse. (Criminal, 2012) 
Teniendo en cuenta la política criminal del Estado colombiano y el contexto social 
de violencia que estaba viviendo Colombia para el 2011, se entiende que lo buscado 
el Estado era cumplir con la función preventiva de la pena, enviando un mensaje 
drástico el sociedad, para que no porte armas de fuego, con las que se pueda 
cometer delitos como hurtos y homicidios, incrementando la pena de 9 a 12 años 
de prisión. 
Toda ley surge de un proyecto, y esta a su vez tuvo motivos y estudios que la 
llevaron a su creación, por eso es importante conocer el espíritu de la misma, es 
decir, lo que el legislador quiso plasmar cuando la creó, esto se puede encontrar en 
la exposición de motivos, y en cuanto a la Ley 1453 de 2011 Ley de Seguridad 
Ciudadana, un resumen que aporta la página del Congreso de la República es el 
siguiente: 
Resumen proyecto de Ley: 
El proyecto de ley que trajo consigo la ley de seguridad ciudadana: La 
iniciativa legislativa varió durante su trámite, pero el propósito expuesto tuvo 
éxito; aumentó criminalidad organizada para ello el Estado se ha propuesto 
alcanzar cuatro objetivos que son 1. Eliminar la impunidad 2. Acabar con el 
terrorismo y la criminalidad organizada, 3.incrementar la efectividad en el 
proceso penal, la extinción de dominio y la delincuencia juvenil 4.vincular la 
comunidad en la prevención del delito en 35 condiciones de seguridad y con 
pleno respeto de sus derechos fundamentales. (República) 
Ésta exposición de motivos está enfocada en salvaguardar a la población civil, y 
en el caso del porte ilegal de armas, busca incrementar la pena con el fin de que no 
sea excarcelable y así enviar el mensaje a la sociedad para que no porten armas 
de fuego sin el permiso requerido por la autoridad competente. 
Se puede concluir entonces, que la pena a imponer antes de la vigencia de la 
Ley de Seguridad Ciudadana podía ser excarcelable; pero con la modificación que 
se hizo, la pena mínima es de 9 años y debe ser cumplida en establecimiento 
penitenciario; sancionándose drásticamente esta conducta, buscando enviar un 
mensaje a la sociedad para que no porten armas de fuego, sin permiso de autoridad, 
con las que se puedan incurrir en hechos punibles, como hurtos y homicidios. 
2. Evolución legislativa del delito de porte ilegal de armas de fuego, 
accesorios, partes o municiones. 
Para abordar el tema referido a la noción de armas de fuego, hemos de conocer, 
en primer término, la definición de arma para a partir de allí poder ofrecer una 
definición de aquella palabra compuesta, objeto de nuestro estudio. 
La palabra arma viene del latín arma,-orum, que significa: Instrumento, 
dispositivo o aparato destinados a atacar o defenderse. Igualmente, en sentido 
figurado se conoce como: Medio de defensa o ataque Ej: el arma de la calumnia, 
según el diccionario enciclopédico 2009 Etc. Ahora bien, la definición de Arma que 
sirve a nuestro objeto de estudio es la primera, en especial cuando es utilizado para 
atacar (lesionar o matar) a una persona; esto teniendo en cuenta que es 
responsabilidad del Estado conforme lo prevé el artículo 2 de la Constitución Política 
de Colombia de 1991:  
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y 
demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares”.  
En la legislación, la definición de armas y de armas de fuego se encuentra 
consagrada en los artículos 5 y 6 del Decreto 2535 de 1993 así: 
Artículo 5º. DEFINICIÓN. Son armas, todos aquellos instrumentos fabricados 
con el propósito de producir amenaza, lesión o muerte a una persona.  
Artículo 6º. DEFINICIÓN DE ARMAS DE FUEGO. Son armas de fuego las 
que emplean como agente impulsor del proyectil la fuerza creada por 
expansión de los gases producidos por la combustión de una sustancia 
química. 
Las armas pierden su carácter cuando sean total a parcialmente inservibles 
y no sean portadas. 
Igualmente, hay que diferenciar entre (i) armas de guerra o de uso privativo de la 
fuerza pública, (ii) armas de uso restringido y (iii) armas de uso civil tal y como lo 
dispone el artículo 7 del decreto 2535 de 1993 y sus respectivas clasificaciones de 
conformidad a los artículos 8, 9 y 10 ibídem, puesto que, como se observa en el 
tema que se aborda más adelante, El porte ilegal de armas de fuego en la Ley 1453 de 
2011, unas y otras tienen sanciones diferentes en tratándose de las consecuencias 
punitivas. 
Así están catalogadas las diferentes clases de armas de fuego: 
Artículo 7º. Clasificación. Para los efectos del presente decreto, las armas se 
clasifican en: 
A) Armas de guerra o de uso privativo de la Fuerza Pública; 
B) Armas de uso restringido; 
C) Armas de uso civil.  
A su turno, los artículos 8º, 9º y 10º del estatuto en mención, se encargan del 
desarrollo de dicha clasificación, en los siguientes términos: 
Artículo 8º. Armas de guerra o de uso privativo de la Fuerza Pública. Son armas 
de guerra y por tanto de uso privativo de la Fuerza Pública, aquellas utilizadas con 
el objeto de defender la independencia nacional, el ejercicio de los derechos y 
libertades públicas, el orden constitucional y el mantenimiento y restablecimiento del 
orden público, tales como: 
 
A) Pistolas y revólveres de calibre 9.652 mm (38 pulgadas) que no reúnan las 
características establecidas en el artículo 11 de este decreto; 
B) Pistolas y revólveres de calibre superior a 9.652 mm (38 pulgadas); 
C) Fusiles y carabinas semiautomáticas de calibre superior a 22 L.R.; 
D) Armas automáticas sin importar el calibre…” Subrayas fuera de texto. 
Artículo 9º. Armas de uso restringido. Las armas de uso restringido son armas 
de (guerra o de uso privativo de la fuerza pública), que de manera excepcional 
pueden ser autorizadas con base en la facultad discrecional de la autoridad 
competente, para defensa personal especial, tales como: 
a) Los revólveres y pistolas de calibre 9.652 mm (38 pulgadas) que no reúnan 
las características establecidas en el artículo 11 de este decreto; 
b) Las pistolas de funcionamiento automático y subametralladoras…”  
Artículo 10º. Armas de uso civil. Son aquellas, que con permiso de la 
autoridad competente, pueden tener o portar los particulares, y se clasifican: 
a) Armas de defensa personal; 
b) Armas deportivas; 
c) Armas de colección. 
3. El porte ilegal de armas de fuego en la Ley 1453 de 2011. 
Para hablar del delito de porte ilegal de armas de fuego consagrado en los 
artículos 19 y 20 de la Ley 1453 de 2011, necesariamente tenemos que (i) 
puntualizar el porqué de dicha prohibición y (ii) hablar de la legislación precedente 
a aquella y así poder tener un acercamiento a la pregunta objeto de estudio. 
La prohibición del porte o tenencia de armas de fuego viene establecida 
constitucionalmente con anterioridad a la Constitución Política de Colombia de 
1991, es así como el artículo 48 de la Constitución de 1886, preceptuaba: 
ARTÍCULO 48. Sólo el Gobierno puede introducir, fabricar y poseer armas y 
municiones de guerra. 
Nadie podrá dentro de poblado llevar armas consigo, sin permiso de la autoridad. 
Este permiso no podrá extenderse a los casos de concurrencia a reuniones 
políticas, a elecciones o a sesiones de asambleas o corporaciones públicas, ya 
sea para actuar en ellas o para presenciarlas”. Subrayas y cursivas nuestras. 
Apartes de aquel postulado fue recogido en el artículo 223 de la Constitución 
Política de Colombia de 1991, norma superior que con las adendas realizadas por 
los actos legislativos 1 de 1993, 2 de 2012 y 5 de 2017, entre otros, es la que rige 
hasta la fecha. Así se encuentra consagrado: 
ARTÍCULO 223. Sólo el gobierno puede introducir y fabricar armas, municiones de 
guerra y explosivos. Nadie podrá poseerlos ni portarlos sin permiso de la autoridad 
competente. Este permiso no podrá extenderse a los casos de concurrencia a 
reuniones políticas, a elecciones, o a sesiones de corporaciones públicas o 
asambleas, ya sea para actuar en ellas o para presenciarlas. 
Los miembros de los organismos nacionales de seguridad y otros cuerpos oficiales 
armados, de carácter permanente, creados o autorizados por la ley, podrán portar 
armas bajo el control del gobierno, de conformidad con los principios y procedimientos 
que aquella señale”. Subrayas y cursivas nuestras. 
 
Como se puede observar, se trata de una norma de carácter (i) prohibitiva y (ii) 
a la vez facultativa; lo primero toda vez que radica en cabeza del Gobierno el 
monopolio de las armas; lo cual le permite, entre otros, procurar en manera alguna 
el cumplimiento de aquel mandato proyectado en el artículo 2º ibídem, al que líneas 
atrás se refirio;  y lo segundo, habida cuenta que Colombia es un país en el que la 
delincuencia campea y ante la imposibilidad del Estado proporcionar esa protección 
a sus conciudadanos abre la puerta para que aquellos se la proporcionen así 
mismos bajo el cumplimiento de ciertos requisitos legales y administrativos. 
Como se auguró al inicio de este segmento, el delito de porte ilegal de armas de 
fuego, fue tipificado en los artículos 365 y 366 de la Ley 599 del 2000, modificados 
por los artículos 38 y 55 de la Ley 1142 de 2007, de la siguiente manera: 
ARTÍCULO 38. Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones. 
El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, 
transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare o porte armas de 
fuego de defensa personal y municiones, incurrirá en prisión de cuatro (4) a 
ocho (8) años. 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando la conducta se 
cometa en las siguientes circunstancias. 
1. Utilizando medios motorizados 
2. Cuando el arma provenga de un delito 
3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las 
autoridades, y 
4. Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar 
la identidad o la dificulten.  
ARTÍCULO 55. Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso 
privativo de las fuerzas armadas y explosivos. El que sin permiso de autoridad 
competente importe, trafique, fabrique, repare, almacene, conserve, adquiera, 
suministre o porte armas o municiones de uso privativo de las fuerzas 
armadas, o explosivos, incurrirá en prisión de cinco (5) a quince (15) años. 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las 
circunstancias determinadas en el inciso 2º del artículo anterior”. Subrayas y 
cursivas nuestras. 
En desarrollo de la política criminal, el legislador en ejercicio de sus funciones 
expidió la Ley 1453 de 2011, mediante la cual con los artículos 19 y 20 se aumentó 
el quantum punitivo de los artículos antes descritos; así como también se 
introdujeron nuevos verbos rectores o modalidades en cuanto qué actuaciones 
podían constituir infracción a la ley en tratándose de esta ilicitud. Así se encuentran 
redactadas dichas conductas delictivas: 
ARTÍCULO 19. Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, 
accesorios, partes o municiones. El que sin permiso de autoridad competente 
importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, 
repare, porte o tenga en un lugar armas de fuego de defensa personal, sus 
partes esenciales o municiones, incurrirá en prisión de nueve (9) a doce (12) 
años. 
En la misma pena incurrirá cuando se trate de armas de fuego de fabricación 
hechiza o artesanal, salvo las escopetas de fisto en zonas rurales. 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando la conducta se 
cometa en las siguientes circunstancias. 
1. Utilizando medios motorizados. 
2. Cuando el arma provenga de un delito. 
3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos 
de las autoridades. 
4. Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para 
ocultar la identidad o la dificulten. 
5. Obrar en coparticipación criminal. 
6. Cuando las armas o municiones hayan sido modificadas en sus 
características de fabricación u origen, que aumenten su letalidad. 
7. Cuando el autor pertenezca o haga parte de un grupo de delincuencia 
organizado. 
8. Adicionado L. 1908/2018, art. 8º. Cuando la conducta sea 
desarrollada dentro de los territorios que conforman la cobertura 
geográfica de los programas de desarrollo con enfoque territorial 
(PDET)”. Subrayas y cursivas nuestras. 
ARTÍCULO 20. Fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso 
restringido, de uso privativo de las Fuerzas Armadas o explosivos. El que 
sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, 
repare, almacene, conserve, adquiera, suministre, porte o tenga en un lugar 
armas o sus partes esenciales, accesorios esenciales, municiones de uso 
privativo de las Fuerzas Armadas, o explosivos, incurrirá en prisión de once 
(11) a quince (15) años. 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las 
circunstancias determinadas en el inciso 3º del artículo anterior.  
Según la redacción de los preceptos antes trascritos, se puede concluir que se 
trata de una conducta delictiva de peligro mas no de resultado, ya que para su 
consumación sólo se requiere que el sujeto activo patentice cualquiera de los verbos 
rectores en ellas descrito, sea decir, lleve consigo, tenga, posea, fabrique, trafique 
etc. 
4. Análisis jurisprudencial del delito de porte ilegal de armas de fuego, 
accesorios, partes o municiones.  
La jurisprudencia de la Corte Constitucional y de la Corte Suprema de Justicia 
Sala de Casación Penal, en este tema es abundante, en especial, la del último 
tribunal aludido.  
En el segundo párrafo de este artículo se expone que desde la Constitución de 
1886, se viene aludiendo a la problemática del porte de armas de fuego, discusión 
que continuó con la Constitución de 1991 y aún perdura, problemática que en la 
última norma superior se le implementó un régimen más estricto en lo que concierne 
a la penalización del porte de armas de defensa personal; de donde se puede 
apreciar la inexistencia de la posibilidad que la propiedad y posesión de ningún tipo 
de armas podrán ser privadas, significa lo anterior que existe una limitante o reserva 
de cabeza del Estado Colombiano quien define a qué personas y bajo qué 
circunstancias o situaciones específicas les otorga la respectiva autorización o 
permiso para poseerlas.  
 
Al respecto puede consultarse, entre otras, la sentencia C-038 de la Corte 
Constitucional. 
El proceso de judicialización del presunto infractor de la ley penal en lo que al 
delito de porte ilegal de armas de fuego se refiere, resulta complejo si se acude a la 
literalidad de los preceptos descritos en los artículos 19 y 20 de la ley 1453 de 2011. 
 
 Ello por cuanto dada la pluralidad de verbos rectores que los mismos 
contemplan, se llega fácilmente a la conclusión de que no en todos los actos 
desplegados por el presunto infractor se lesiona o pone en peligro el bien jurídico 
tutelado con dicho precepto como lo es el de la seguridad pública. Tal situación 
obedece sin duda alguna a que se trata de un delito de peligro común mediante el 
cual se protege la norma y no la sociedad lo que equivale a una responsabilidad 
penal objetiva la cual se encuentra proscrita en el sistema criminal. 
Los altos tribunales se han referido a este delito en lo que tiene que ver con la 
tipicidad del mismo en tratándose de partes esenciales del arma de fuego; al 
respecto acótese que el porte de dichas partes no devienen en infracción a la ley 
cuando las mismas no son portadas con la finalidad de ej.: vender; puesto que una 
parte esencial como lo es el tambor de una arma de fuego tipo revolver que tenga 
en su poder una persona por haberlo recogido del piso y quien luego de dicha labor 
es aprehendido por la autoridad competente, tal acción carece de la capacidad o 
intención de hacer daño y por consiguiente poner en peligro la seguridad pública.  
 
Esto resulta desproporcionado, por no decir absurdo, el hecho de criminalizar a 
todo aquel que tenga en su poder un arma de fuego en atención a que estaría 
infringiendo uno de los verbos rectores de la norma sobre la cual se viene hablando, 
sin poner en peligro efectivo el bien jurídico que se tutela con tal precepto normativo 
como lo es la seguridad pública.  
 
Llevar consigo un arma de fuego sin el permiso de autoridad competente al 
interior de una mochila sin que nadie la observe y sin que su portador haga uso de 
ella, no pone en peligro dicho bien jurídico; como tampoco lesiona dicho bien jurídico 
llevar consigo el tambor y municiones en cantidad inferior a la carga natural (6 
cartuchos) de un revolver calibre 38mm, sin tener el arma que dispare aquellos 
elementos, pero que atendiendo la literalidad del precepto sancionador se incurre 
en la conducta delictual de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, 
accesorios, partes o municiones.  
 
Esta última situación fue abordada por la Corte Suprema de Justicia en Auto de 
febrero 8 de 2008, radicación 28908 con ponencia del doctor YESID RAMÍREZ 
BASTIDAS, mediante la cual se precisó la atipicidad de dicha conducta en tanto no 
se tengan con la intención de traficar con ellas y que referiremos en la conclusión. 
 
5. Estadísticas frente a la comisión de delito de Porte Ilegal de Armas de 
fuego  
Después analizar la evolución histórica que ha tenido el delito de porte ilegal de 
armas de fuego en la legislación colombiana y considerar la exposición de motivos 
que tuvo el legislador para aumentar el quantum punitivo de ese tipo penal, 
soportado en una política criminal estatal, bastante criticada por caracterizarse por 
el endurecimiento de las penas o creación de nuevos tipos penales como método 
para prevenir el delito (populismo punitivo), compete analizar con cifras que reposan 
en las bases de datos y publicaciones de las diferentes instituciones estatales 
(Fiscalia General de la Nación e Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses), el comportamiento que ha tenido el delito objeto de estudio en el 
municipio de Pereira antes y después de la promulgación de la Ley 1453 de 2011 
denominada Ley de Seguridad Ciudadana y verificar si ha sido efectivo dicho 
aumento. 
Por lo tanto se procederá a ilustrar con gráficos el comportamiento que ha tenido 
el delito objeto de estudio en el municipio de Pereira en los años 2009, 2010, 2016 
y 2017, como también la cantidad de homicidios producidos por proyectil disparado 
por arma de fuego. 
 En los gráficos 1 y 2 se ilustran la cantidad de noticias criminales iniciadas 
por los delitos descritos en los artículos 365 y 366 del Código Penal en el 
municipio de Pereira, en los años 2009 y 2010 antes de la promulgación de 
la precitada ley. (cifras suministradas por la FGN a través de derecho de 
petición) 
 
Gráfico No. 1. Elaboración propia a partir de 
cifras suministradas por la FGN a través de derecho 
de petición.  
Gráfico No. 2. Elaboración propia a partir de cifras 
suministradas por la FGN a través de derecho de 
petición. 
 
 En los gráficos 3 y 4 se ilustran la cantidad de noticias criminales iniciadas 
por los delitos descritos en los artículos 365 y 366 del Código Penal en el 
municipio de Pereira, en los años 2016 y 2017, después de la promulgación 
de la precitada ley.  
 
Gráfico No. 3. Elaboración propia a partir de 
cifras suministradas por la FGN a través de derecho 
de petición.  
Gráfico No. 4. Elaboración propia a partir de cifras 
suministradas por la FGN a través de derecho de 
petición. 
Es de anotar que las anteriores cifras fueron obtenidas gracias a un derecho de 
petición que se radicó en la Fiscalia General de la Nación, Seccional Risaralda y 
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fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o 
municiones y fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso restringido, 
de uso privativo de las fuerzas armadas o explosivos, artículos 365 y 366 de la ley 
599 de 2000 respectivamente, tuvieron una reducción del 30,4% para el delito 
estipulado en el artículo 365 ibídem, mientras que para el delito estipulado en el 
artículo 366  ibídem tuvo un leve aumento del 7,7 %, lo anterior tomando como 
comparativo el año inmediatamente anterior a la promulgación de la Ley de 
seguridad ciudadana, esto es 2010, y el año 2017. 
No obstante a lo anterior se quiso analizar más a fondo si dicha reducción en la 
comisión de los delitos objetos de estudio, fueron a causa del endurecimiento de los 
quantum punitivos, lográndose el objetivo de la política criminal que impera en el 
ordenamiento jurídico interno y dando razón al poder legislativo; o si por el contrario 
las anteriores cifras obedecen a la inoperancia estatal para combatir  y prevenir la 
comisión de dichos tipos penales, es decir, si estas conductas se seguían 
cometiendo con igual frecuencia que en los años anteriores a la promulgación de la 
ley, pero las fuerzas estatales habían perdido la efectividad para combatirlas y 
aquello se reflejaba en la reducción de noticias criminales. 
Para lo anterior se consultaron las cifras estadísticas que reporta cada año el 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Fresones, a través de la revista 
Forensis, específicamente lo relacionado a las muertes violentas ocasionadas por 
proyectil disparado por arma de fuego (PAF), en el municipio de Pereira para los 
años 2009-2010 y 2016-2017; y adicionalmente se solicitaron a través de un 
derecho de petición dichas cifras para constatar las consignadas en la mencionada 
revista.  
Debido a que lo anterior, ampliará el panorama sobre el comportamiento que ha 
tenido el porte ilegal de armas de fuego en Pereira y si en realidad su reducción fue 
efectiva y se debe al endurecimiento de su pena o por el contrario se sigue 
cometiendo con igual o un poco menos de intensidad, debido a que las entidades 
estatales encargadas de su control ya perdieron efectividad al respecto.  
Homicidios años 2009 – 2010  
 
Gráfico No. 5. Elaboración propia a partir de cifras recolectadas de la revista 
Forensis del INMLCF y suministradas por la misma entidad a través de derecho 
de petición. 
 
Como se puede observar en el gráfico No. 5 se tienen dos datos correspondientes 
al año 2010. Lo anterior teniendo en cuenta que la cifra de 181 muertes violentas 
por proyectil disparado por arma de fuego fue reportada por la revista forensis 
publicada en el año 2010 y la cifra de 186 muertes violentas fue la suministra por el 
INMLCF en la respuesta a nuestro derecho de petición.   
Por lo anterior se evidencia una pequeña inconsistencia en las dos fuentes pero 
por tratarse de un dato más actualizado, se toma la cifra de 186 muertes para el 
análisis. 
De los boletines publicados en la página web del INMLCF acerca del 
departamento de Risaralda publicados desde el año 2002 hasta el año 2010 se 
extraen las siguientes conclusiones con relación al municipio de Pereira: 
 
 Boletín regional Risaralda año 2009. 
El arma de fuego, igual como ocurre en el resto del país, representó el 
principal mecanismo en la ejecución de los homicidios, 498 personas, que 
representan el 82,6% perdieron la vida de esta forma, seguido de arma corto 
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6. Boletín regional Risaralda año 2010. 
El 78% de los homicidios se cometieron con arma de fuego, constituyéndose 
en el principal mecanismo empleado en este tipo de delito, este 
comportamiento es similar a todas las regiones del país, le siguió el 
mecanismo corto punzante con el 14,1%. 
 
Fuente: INMLCF boletín regional año 2009 
 
Homicidios años 2016 – 2017. 
 
Gráfico No. 6. Elaboración propia a partir de cifras suministradas por el 
INMLCF a través de derecho de petición. 
Consultada las publicaciones de la revista Forensis, correspondientes a los años 
2016 y 2017, se pudo establecer que su estructura cambió en cuanto a la 
publicación de las cifras y no se encuentra especificado el número de muertes 
violentas producidas por PAF a nivel municipal y/o departamental, sino a nivel 
nacional. Por tal motivo las cifras que se ilustran en el grafico No. 6, corresponden 
a las reportadas por el INMLCF como respuesta al derecho de petición. 
 
Gráfico No. 7. Elaboración propia a partir de cifras suministradas por el 
INMLCF a través de derecho de petición. 
 
Como se puede observar en el grafico No. 7, la tasa de muertes violentas 
producidas por proyectil disparado por arma de fuego en el municipio de Pereira, 
tuvo una reducción significativa del 58,4 %, tomando como comparativo el año 
inmediatamente anterior a la promulgación de la Ley de Seguridad Ciudadana, esto 
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7. Panorama nacional 
A continuación se representa en un gráfico donde se ilustran la cantidad de 
muertes violentas en nuestro país ocasionadas con proyectil disparado por arma de 
fuego: 
 
Gráfico No. 8. Elaboración propia a partir de cifras suministradas por el INMLCF a 
través de derecho de petición. 
 
Las cifras ilustradas en el gráfico No. 8 fueron extraídas de las diferentes 
publicaciones realizadas en la revista forense cada año.  
A pesar que las cifras de homicidios han tenido una reducción significativa en el 
territorio nacional, se pude evidenciar en los análisis de los datos que las muertes 
violentas ocasionadas por proyectil disparado por arma de fuego siguen ocupando 
el primer lugar en el mecanismo causal de homicidios con una tasa del 71,66 % en 
el año 2017 para un total de 8122 homicidios, una cifra poco alentadora. Lo anterior 
demuestra la inoperancia del Estado para combatir este tipo de delitos de repudio 
social y que la política criminal basada en el populismo punitivo no ha rendido sus 
frutos.  
Conclusiones y recomendaciones. 
 La política criminal en un Estado es fundamental para la convivencia 
en armonía de sus asociados, toda vez que se interesa en contrarrestar las 
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conductas reprochables en la sociedad, tal y como lo ha querido hacer el 
Estado colombiano, que busca proteger los derechos de sus asociados con 
la implementaciones de estrategias que disminuyan la criminalidad o que la 
combatan, mediante la creación de nuevos tipos penales o con el aumento 
de penas, y de esta manera enviar un mensaje a la sociedad colombiana 
para que no vulneren los tipos penales. Un claro ejemplo de esto es el 
aumento de pena previsto en la Ley de Seguridad Ciudadana, que modificó 
el artículo 365 del Código Penal Colombiano, en cuanto al porte ilegal de 
armas de fuego, pasando de una pena a imponer de 4 a 8 años a una de 9 a 
12 años de prisión, lo que hace que esta conducta no sea excarcelable, y así 
poder enviar un mensaje de prevención del delito a la sociedad. 
 La Política Criminal del Estado colombiano, está enfocada en combatir 
la criminalidad, por lo cual en los últimos años ha incrementado los delitos 
contenidos en código penal y ha aumentado las penas de algunos de estos, 
buscando no sean excarcelables, y de esta manera enviar un mensaje de 
prevención a la sociedad colombiana. 
 Con la tipificación de dicha conducta como delito se buscaba la 
persuasión hacia la comunidad de cara a lograr un desincentivo por el uso 
de tales objetos – armas de fuego-, fin que en el espacio de tiempo escogido 
para este artículo se pudo observar que cumplió con tal propósito; no 
obstante, se pudo establecer que el legislador al momento de la configuración 
de dicho precepto dejó vacíos que permitían al operador jurídico una 
interpretación a su antojo, como lo es el poder sancionar o no a una persona 
que porte en su morral una cantidad de tres (03) cartuchos de cualquier 
calibre sin el arma para usar dichas municiones. Situación que en buena hora 
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